Expediente AR-35/2011
LAUDO  que dicta el Árbitro D. José Francisco Duchel Rubio en el procedimiento de arbitraje de derecho promovido por D. XXXXX contra la entidad mercantil “XXXXX”, sobre impugnación del acuerdo de la Asamblea General de fecha 25 de febrero de 2011.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Con fecha 3 de mayo de 2011 se dirigió al Consejo Regional  de Economía Social de Castilla-La Mancha solicitud de arbitraje suscrita por D. XXXXX en la que reclamaba la impugnación del acuerdo de la Asamblea General de fecha 25 de febrero de 2011, por el que se ratificaba uno anterior del Consejo Rector de la entidad cooperativa “XXXXX” adoptado el 24 de junio de 2010. 
SEGUNDO: Una vez admitida a trámite la demanda, se dio traslado de la misma a la cooperativa afectada, procediendo a su contestación con fecha 21 de julio de 2011, en tiempo y forma, mediante escrito en el que se recogían las alegaciones que a su derecho convenían. 
TERCERO: Las partes interesadas en el presente procedimiento fueron convocadas para celebrar el 27 de octubre de 2011 la comparecencia prevista en el artículo 22.2 de Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa. 

Compareció el demandante personalmente, sin que otorgara tampoco representación alguna ese momento a D. XXXXX; por parte de la cooperativa comparecieron su presidente y el Letrado D. XXXXX, adscrito al Ilustre Colegio de Abogados de Toledo con el número XXX, constando ya en el expediente que había asumido la representación de la entidad de referencia mediante apoderamiento apud acta.
En la referida comparecencia la parte demandante procedió a ratificar íntegramente el contenido de la solicitud de arbitraje, solicitando que se revocase la sanción impuesta.

Por parte de la cooperativa demandada se procedió a ratificar íntegramente el escrito de contestación que obra en el expediente. Insiste en que lo que la parte demandante solicitó fue la baja voluntaria de la cooperativa, citando para ello el artículo 12 de los Estatutos Sociales, sin que en ningún momento –ni siquiera en el trámite de audiencia- se solicitara la baja obligatoria. En consecuencia –siguió afirmando- nos encontraríamos ante una mera estrategia con la que evitar la sanción impuesta. En relación con el plazo de contestación a la solicitud de baja que alegó la parte demandante afirmó que, en el supuesto que nos ocupa, el plazo de tres meses fijado en los vigentes Estatutos carece de toda relevancia ya que el Consejo Rector no está obligado a calificar la baja salvo que estime que es justificada. Por último, el representante de la cooperativa en este mismo acto afirmó que la solicitante de arbitraje no se personó con objeto de hacer oír sus pretensiones ni siquiera en la Asamblea que ratificó la sanción impuesta.

Abierta la fase de proposición de prueba, se admitieron para su práctica las que así constan en el expediente, con el resultado que asimismo figura, y se convocó nuevamente a las partes a la vista de conclusiones a celebrar el día 24 de noviembre de 2011. No obstante lo anterior, debido a que no pudo celebrarse la referida vista por los motivos que conocen las partes personadas, teniendo en cuenta la necesidad de no prolongar innecesariamente la resolución del procedimiento y atendiendo al espíritu antiformalista que preside los procedimientos de carácter arbitral, se acordó la práctica por escrito del referido trámite de conclusiones.

Por parte de la demandante se insistió en que la baja que en su día se solicitó era indudablemente de carácter obligatorio al haber cesado la actividad agrícola que motivaba su pertenencia a la cooperativa, debiéndose entender –por tanto- como un error la mención a la baja voluntaria; se añade que así consta documentalmente acreditado en el expediente mediante certificado emitido por la Consejería de Agricultura y Medio Ambiente, y que respecto de los derechos de replantación de  viñedo que poseía fue pactadas su venta en fecha 15  de diciembre de 2009 con la entidad XXXXX. Por parte de la entidad cooperativa igualmente se procede a reiterar las afirmaciones vertidas a lo largo del procedimiento arbitral, insistiendo en que del contenido del escrito de solicitud de baja presentado por los solicitantes de arbitraje no puede deducirse otra cosa que no sea la de pretender la baja voluntaria de la cooperativa, lo que conlleva que, al producirse la misma sin el oportuno plazo de preaviso, se imponga la sanción que motiva el acuerdo que se impugna; se añade por último que en todo momento el Consejo Rector ha actuado conforme a lo establecido en los Estatutos de la Cooperativa.
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO: El presente procedimiento arbitral se encuadra dentro de la previsión del artículo 167 de la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, que establece esta solución para los conflictos que surjan entre los socios y la cooperativa a la que pertenezcan.


Más concretamente, el Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, reconoce en su artículo 3.1.a) legitimación activa para intervenir en procedimientos arbitrales a quienes estén en posesión de la condición de socio de una cooperativa o sociedad laboral castellano-manchega, tal y como sucede en el presente caso.

Por último, la Disposición Final de los estatutos de la entidad cooperativa que nos ocupa somete a mediación, arbitraje y conciliación las discrepancias o controversias que puedan surgir entre los socios y la propia cooperativa. 
SEGUNDO: Del análisis de los antecedentes de hecho del presente Laudo puede afirmarse que la controversia y, por extensión, el fundamento de la sanción impugnada gira en torno a la determinación de si la baja como socio que en su día solicitó el demandante de arbitraje debe calificarse como obligatoria o, por el contrario, debe entenderse como una baja voluntaria, porque de ello debe depender la posibilidad de sancionar o no los hechos que nos ocupan. Y en este punto se debe dar la razón a la cooperativa demandada por los motivos que seguidamente se indican.

Es ineludible en primer lugar traer a colación todos los escritos que, tanto en la propia cooperativa como durante la tramitación del presente procedimiento, ha ido presentando la parte demandante. De su lectura y análisis podemos llegar a la conclusión de que, aunque en un principio pudiera parecer que, en efecto, se había producido un error por parte del solicitante de arbitraje a la hora calificar la baja pretendida, del contenido íntegro y literal de esos escritos se colige que lo que realmente se estaba pidiendo era la baja voluntaria. Sólo así se entiende que, en la misma solicitud fechada en Toledo el 1 de marzo de 2010, se pretenda “la baja voluntaria como socio de la Sociedad Cooperativa XXXXX” citando de forma expresa el artículo 12 de los vigentes estatutos sociales y haciendo, además, una mención literal a su contenido (baja voluntaria). Por tanto, es evidente que la parte demandante efectuó en el momento de reclamar su baja como socio un análisis o actividad comprensiva y deductiva de los preceptos aplicables a la hora de redactar la solicitud, o lo que es lo mismo, que ésta estuvo precedida de un evidente periodo de lectura y reflexión respecto de su contenido. Por otro lado, tampoco puede admitirse la existencia de un error a la hora de identificar la baja si tenemos en cuenta la evidente formación –incluso de carácter jurídico- de los solicitantes de arbitraje, tal y como así se desprende no sólo de la redacción dada a sus escritos, sino también de las alegaciones efectuadas en las distintas vistas celebradas en el presente procedimiento. 
En consecuencia, a la vista de la solicitud de baja presentada, puede afirmarse que el Consejo Rector actuó en todo momento de conformidad con lo requerido, sin que se le pueda exigir una interpretación distinta de la reflejada y fundamentada con toda claridad en el propio escrito. Como bien indica la cooperativa en el trámite de conclusiones, la utilización de la expresión “baja voluntaria” y la cita del artículo en el que se regula ésta no dejan lugar a otra interpretación. Por tanto, debiéndose calificar la baja como voluntaria (así lo hicieron además los propios solicitantes), y constando acreditado en el expediente que no se había respetado el plazo de preaviso exigible, se constata la comisión de una infracción tipificada en el artículo 16.d) de los Estatutos de la entidad cooperativa de referencia. El tipo infractor del referido precepto, por su claridad, no ofrece duda alguna: “Tendrán la consideración de faltas graves: (…) d) la omisión del plazo de preaviso para causar baja”.

Nada puede reprochársele al Consejo Rector de la cooperativa a la hora de identificar la comisión de la infracción y de encuadrarla correctamente en el tipo aplicable.
TERCEREO: No obstante lo indicado en el fundamento de derecho precedente respecto de la falta de reproche que cabe hacerle a la actuación del Consejo Rector respecto de la identificación del tipo en el que encuadrar los hechos que nos ocupan, no puede decirse lo mismo respecto de la graduación de la sanción impuesta. 

En primer lugar hay que decir que es el artículo  18.1.b) de los Estatutos Sociales el que establece para las infracciones calificadas como graves una sanción que va desde los trescientos a los quinientos noventa y nueve euros. A la vista de este precepto, el Consejo Rector impuso una multa coincidente con el importe máximo. El problema es que en ningún momento, ni durante la tramitación del expediente sancionador en el seno de la cooperativa ni a lo largo del presente procedimiento arbitral, se ha intentado justificar o acreditar cuáles eran las circunstancias que han motivado la imposición de la sanción en su grado máximo.

Hay que tener en cuenta que en el recorrido del tramo de sanciones que esté establecido legal o estatutariamente para una determinada infracción, los órganos de la cooperativa no ostentan un criterio de libertad o discrecionalidad absoluto. Al contrario, la elección de una determinada sanción, dentro de la horquilla que esté prevista para tal fin, debe justificarse mediante la consignación del concreto criterio que se haya seguido para su graduación y mediante la descripción también de las singulares circunstancias de hecho que individualicen ese criterio. Tal y como se ha indicado anteriormente, en el presente caso no figura explicación alguna de la razón por la que se decidió imponer la multa en su cuantía máxima. No existe en el expediente objeto de arbitraje prueba alguna que acredite, por ejemplo, o bien la gravedad de la perturbación que se ocasiona a la entidad cooperativa de referencia por la comisión de la infracción cometida, o bien dato alguno que permita afirmar que la actitud mantenida por la socia fue asimismo de tal gravedad que justificó la imposición de la sanción en su grado máximo o, en definitiva, que concurre alguna circunstancia de cualquier otra índole que sugiere la conveniencia de sancionar la infracción cometida con la sanción más alta de entre las estatutariamente previstas para ello.

La potestad sancionadora no puede tener en ningún caso carácter discrecional, lo que conlleva que, cuando para una determinada infracción haya legalmente previsto una horquilla de sanciones, la imposición de la más grave o elevada deberá ser claramente motivada mediante la consignación de las específicas razones y circunstancias en que se funda la superior gravedad o perjuicio que se tienen en cuenta para elegir ese mayor castigo. Como ya hemos visto, en el presente caso no se dispone de razonamiento ni argumentación alguna que sirva de soporte, ni tan siquiera mínimo, a tal ponderación cuantitativa, con lo que se ha impedido al socio la posibilidad de argumentar en contra de los criterios seguidos para tal valoración. De esta forma puede afirmarse que, en cierto modo, se le ha colocado en situación de indefensión al desconocer las bases estimativas que han podido imperar en la apreciación de las circunstancias que motivan la imposición de la sanción en su grado máximo. No cabe admitir que en materia sancionadora pueda haber cuestiones en las que los órganos de la entidad cooperativa tengan “libertad” para elegir entre soluciones distintas y que todas ellas sean igualmente justas. Toda la actuación en el terreno sancionador resulta, pues, reglada incluso cuando se trata de cuantificar las multas. En consecuencia, la cuantificación de éstas ha de llevarse a cabo atendiendo a los criterios establecidos expresa o implícitamente por el derecho penal común, criterios que determinan que la sanción debe adaptarse ineludiblemente a la gravedad de la infracción. 
CUARTO: En último lugar es preciso hacer una consideración en cuanto a la prescripción de la infracción cometida. El artículo 32.2 de la Ley 20/2002, de Cooperativas de Castilla-La Mancha (texto normativo aplicable al presente caso), dispone que las infracciones graves prescriben a los cuatro meses contados desde el día en que los administradores tengan conocimiento de la presunta infracción, interrumpiéndose al incoarse el procedimiento sancionador y corriendo nuevamente si en el plazo de otros cuatro meses no se dicta y notifica la resolución. En idéntico sentido se manifiesta el artículo 18.2 de los vigentes estatutos de la entidad cooperativa de referencia. 

Por tanto, en el supuesto que nos ocupa, el plazo de prescripción antes visto no se ha superado en ningún caso porque, si bien la solicitud de baja (día en el que el  Consejo Rector tuvo conocimiento de la infracción) se produjo el 8 de marzo de 2010, la apertura del expediente sancionador es de fecha 24 de junio de 2010, momento en el que se interrumpió el plazo de cuatro meses antes visto (sin que fuera superado), plazo que no volvió a reanudarse debido a que el expediente se resolvió el 26 de octubre de 2010, ocho días antes de que comenzara nuevamente a computarse. Por tanto, la infracción no puede en ningún caso considerarse prescrita.
Lo anterior conviene tenerlo en cuenta porque, con independencia de lo indicado en el Fundamento de Derecho Segundo y del contenido del Laudo Arbitral que seguidamente se recoge, el propio Consejo Rector -si lo estima oportuno- puede acordar la apertura de un nuevo procedimiento con objeto de enjuiciar y sancionar la infracción cometida, toda vez que no habrían concluido los plazos de prescripción legal y estatutariamente establecidos para ello.  

Atendiendo a todo lo expuesto, el árbitro designado en este procedimiento, por la autoridad que le confiere el artículo 28 del Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, dicta el siguiente

LAUDO ARBITRAL

Debe estimarse la solicitud de arbitraje presentada por D. XXXXX contra la entidad mercantil “XXXXX”, dejando sin efecto el acuerdo de la Asamblea General de fecha 25 de febrero de 2011, por el que se ratificaba uno anterior del Consejo Rector de 24 de febrero de 2010 y que imponía una sanción al solicitante de arbitraje. 

El presente Laudo Arbitral será eficaz desde su notificación a las partes contendientes, la cual se llevará a cabo a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, no cabiendo contra él recurso ordinario, pudiéndose interponer los recursos extraordinarios de anulación y revisión previstos en el Título VII de la Ley 60/2003, de Arbitraje. 
En Toledo, a 29 de diciembre de 2011
EL ÁRBITRO

FDO.: José Francisco Duchel Rubio
